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r e s um e n
El diseño e implementación de los proyectos redd+ en los países en de-
sarrollo implica grandes retos jurídicos, entre los cuales se encuentra la 
definición de la propiedad sobre el CO almacenado en los bosques, factor 
que también ha sido un reto para Colombia en el proceso de preparación de 
la enredd+. Por esto se estudiará la normatividad vigente sobre la materia 
y se analizará si esta es suficiente para garantizar los derechos de todos los 
actores involucrados en la implementación de la estrategia, incluyendo las 
comunidades indígenas y afrodescendientes del país, de tal manera que se 
garantice la distribución de los beneficios obtenidos por los pagos basados 
en resultados y que se genere una certeza jurídica frente a las transacciones 
relacionadas con los derechos sobre el carbono para fortalecer los mercados 
de carbono y promover la financiación internacional de la enredd+.
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a b s t rac t
The design and implementation of redd+ projects in developing countries 
involves legal challenges, among which is the definition of ownership over 
CO stored in forests, a factor that has been a challenge for Colombia in the 
preparation process of the enredd+, for this reason, the current regulation 
about the subject will be studied and analyzed for verify if it is enough to 
guarantee the rights of all the actors that have been involved in the imple-
mentation of the strategy, including the indigenous people and the local 
communities of the country, in such a way that ensure the benefit-sharing of 
the payments based on results and generate the legal certainty in the presence of 
transactions related to carbon rights in order to strengthen the carbon markets 
and promote the international financing of the enredd+.
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i n t ro d u c c i  n
Actualmente la deforestación1 y degradación forestal son factores de preocu-
pación a nivel mundial debido a que las cifras más recientes señalan que la 
cubierta forestal se redujo 19 millones de hectáreas en el periodo 1990-
015, equivalentes al ,1% de las casi 4000 millones de hectáreas de bosques 
1 La deforestación es la “conversión, por actividad humana directa, de tierras forestales en tierras 
no forestales” (onu-redd, 015, p. ii-5).
 La degradación forestal se refiere al “efecto negativo que sufren los bosques como consecuencia 
de las actividades humanas, que provocan la eliminación y la pérdida parcial de la función del 
ecosistema, pero sin llegar a destruir por completo la cubierta forestal” (onu-redd, 015, p. I-1).
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que cubren el planeta (fao, 016), y anualmente se reducen alrededor de 1 
millones de hectáreas que contribuyen aproximadamente con el 15% de las 
emisiones mundiales de gases de efecto invernadero (gei) (Banco Mundial, 
016), cuya concentración en la atmósfera produce el cambio climático.
En contraste con lo anterior, los bosques actúan como sumideros de 
carbono almacenando grandes cantidades de CO e impidiendo su salida a 
la atmósfera, en otras palabras, los bosques tienen la función de almacenar 
parte de las emisiones globales netas, reduciendo de esta forma los gei ex-
pulsados a la atmósfera. Por ello, los bosques juegan un rol significativo en 
la mitigación del cambio climático4, hecho reconocido por la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (cmnucc) al obligar 
a los Estados parte a promover y apoyar la conservación y reforzamiento de 
los sumideros de gei, obligación que surge de reconocer que las acciones 
de mitigación más costo-efectivas se encuentran en el sector agricultura, 
silvicultura y otros usos del suelo (afolu) y son la forestación, la ordenación 
forestal sostenible y la disminución de la deforestación (ipcc, 015).
La problemática del aumento de las emisiones de gei debidas a la de-
forestación y degradación de los bosques en los países en desarrollo y la 
consideración de que las acciones para reducir las emisiones del sector 
afolu son las más costo-efectivas5, así como la urgencia de que los países 
en desarrollo se involucrarán en los procesos de mitigación del cambio cli-
mático, fueron la base para que la cop 1 diseñara los proyectos redd+ con 
el fin de detener la pérdida de cubierta forestal y así reducir las emisiones 
debidas a la deforestación y degradación forestal en los países en desarrollo, 
y apoyarlos en la lucha contra el cambio climático según sus capacidades y 
circunstancias nacionales.
Los proyectos redd+ buscan dotar de valor económico al carbono almace-
nado en los bosques generando un incentivo para que los países en desarrollo 
 Loubota et al. (016) señalan que los bosques tropicales albergan cerca del 50% del carbono te-
rrestre, mientras que las emisiones derivadas de la deforestación y degradación forestal equivalen 
al 15% de las emisiones mundiales.
4 Depledge y Yamin (004) señalan que el papel de los sumideros presenta dificultades por la 
incertidumbre científica relacionada con la capacidad de almacenamiento de la tierra, el riesgo 
de que el carbono almacenado sea emitido a la atmósfera en un futuro y la contabilización del 
carbono almacenado.
5 En el mismo sentido, Soto, Escobedo, Adams y Blanco (016) consideran que la captura de 
carbono que realizan los bosques es una opción de mitigación del cambio climático de bajo costo 
que beneficia a los gobernantes y a los propietarios de la tierra.
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reduzcan sus emisiones derivadas de la deforestación e inicien el camino 
hacia un desarrollo sostenible (ipcc, 015). Incluso, el marco internacional 
establecido para los proyectos redd+ que define los requisitos mínimos que 
deberán cumplir los países en desarrollo para acceder a pagos por resultados 
busca vincular esta estrategia a los mercados de carbono, de tal manera que los 
países desarrollados puedan comprar a los países en desarrollo las emisiones 
de carbono reducidas o el carbono almacenado en las reservas forestales.
De esta manera, el almacenamiento de carbono en los bosques ha sido un 
factor expuesto como fundamental dentro del régimen del cambio climático, 
en razón a la tendencia de otorgar valor económico a los servicios ecosisté-
micos que prestan los bosques y que ha tomado relevancia en los últimos 
años como consecuencia de las obligaciones de reducción de emisiones de 
gei asumidas por los Estados en el marco de la cmnucc. Estas se concretan 
en cuotas de reducción de emisiones impuestas internamente por algunos 
Estados a sus industrias6 y por las metas de reducción de emisiones fijadas 
de manera voluntaria por algunas empresas multinacionales.
Asimismo, otro factor a tener en cuenta es el señalado por Villa y Sierra-
Correa (01), quienes afirman que el almacenamiento de carbono favorece la 
conservación de la biodiversidad y la protección de las cuencas hidrográficas 
y de la belleza paisajística, y protege la riqueza cultural de los pueblos indí-
genas y afrodescendientes que habitan los bosques, servicios ambientales que 
también deberían ser tenidos en cuenta en el momento de implementar los 
proyectos redd+ y de establecer los mecanismos financieros para incentivar 
la conservación de los bosques.
Debido a lo anterior, en los últimos años se le ha otorgado valor econó-
mico al carbono almacenado en los bosques con el fin de crear incentivos 
para la conservación de los bosques, así como para comercializar el carbono 
almacenado y generar transformaciones en la economía forestal. Se pasa de 
una visión de economía y finanzas vs. ecología y conservación a una visión 
6 Por ejemplo, el esquema de disminución de gei de New South Wales establece metas de reduc-
ción de emisiones de gei anuales para las empresas eléctricas según su porcentaje en el mercado 
eléctrico o la Iniciativa de gei Regional establecido por diez estados de Estados Unidos para 
establecer un tope y una cuota de reducción de emisiones de gei de las centrales eléctricas (The 
Nature Conservancy, 009).
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de una economía verde7, discurso que apunta a la creación de mercados de 
carbono, que son fundamentales para la construcción y desarrollo de redd+ 
(Gebara & Agrawal, 017).
Ahora bien, Colombia es uno de los países del mundo con mayor co-
bertura boscosa y múltiples ecosistemas forestales con alto potencial de 
almacenamiento de carbono, pero a su vez la deforestación y la degradación 
forestal configuran una problemática que ha contribuido a la emisión de 
gei y que ha impedido aprovechar los servicios ecosistémicos que prestan 
los bosques en nuestro país8. En este contexto, los proyectos redd+ son la 
opción más costo-efectiva para la mitigación nacional del cambio climático 
y, a su vez, su aplicación favorece la gestión sostenible de los bosques y el 
logro del desarrollo sostenible a través del aprovechamiento de nuestros 
recursos naturales.
Debido a lo anterior, en el Plan Nacional de Desarrollo 014-018 “To-
dos por un nuevo país” se ordenó el diseño e implementación de redd+ en 
Colombia a través de la Estrategia Colombiana redd+ (enredd+). Dicha 
estrategia busca reducir la deforestación y degradación forestal en el país a 
través de un marco de políticas públicas que garanticen la gobernanza fo-
restal, la participación de las comunidades y el bienestar humano (Ideam et 
al., 017). La importancia de esta estrategia para Colombia radica en que el 
sector forestal tiene el mayor índice de contribuciones de emisiones de gei 
del país9. En ese sentido, al aplicar estrategias de control de deforestación y 
7 El pnuma define la economía verde como “una economía que da lugar a la mejora del bienestar 
humano y a la equidad social, al tiempo que reduce considerablemente los riesgos ambientales y 
la escasez ecológica” (onu-redd, 015, p. ix-). En esta materia, Gafner-Rojas (016) considera 
que la economía verde implica pasar de la concepción de sostenibilidad como un obstáculo para 
el crecimiento, a una visión de la sostenibilidad como factor clave para la innovación y la solución 
de problemáticas que ha generado el crecimiento económico hasta el momento como el aumento de 
la pobreza, los altos costos ambientales y el aumento de la brecha entre ricos y pobres, entre otros, y 
señala que ese proceso implica “cambios fundamentales en el pensamiento sobre el crecimiento 
y el desarrollo, la producción de bienes y servicios y los hábitos de consumo” (p. 96).
8 De acuerdo con el Ideam (018), Colombia cuenta con 59.11.50 hectáreas de bosque natural que 
representan el 5% del territorio colombiano, cifra que contrasta con la tasa de deforestación que señalan 
que la deforestación en el año 017 implicó la pérdida total de bosque natural de 19.97 hectáreas, lo 
que representó un aumento del % de la superficie deforestada en relación con las cifras del año 016.
9 Según los datos de la Tercera Comunicación Nacional sobre Cambio Climático publicada en el 
año 017, el sector forestal emite más del 6% del total de emisiones de gei del país, y junto con 
el sector agrícola contribuyen a la emisión de más del 60% de gei a nivel nacional.
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degradación de los bosques y uso sostenible de los bosques que impliquen 
una planificación del territorio que delimite la frontera agrícola, ganadera 
y la forestal, se produciría una reducción de las emisiones derivadas del 
sector afolu, contribuyendo ampliamente al logro de la meta de reducción 
del 0% de las emisiones proyectadas al año 00[10].
En este marco, veremos cómo la definición de la propiedad del carbono en 
Colombia contribuye a asegurar la efectividad y eficacia de la implementación 
de la enredd+, pues su definición permitiría “comercializarlo con seguridad 
y certeza jurídica” (Villa & Sierra-Correa, 01, p. 1). Esto es imprescin-
dible para garantizar los derechos de las comunidades involucradas tanto en 
las iniciativas voluntarias redd+ como en las acciones de implementación 
temprana impulsadas por el Estado, que establecen un esquema de pagos 
por resultados pero no identifican la manera en la que se van a distribuir los 
beneficios generados por dichos pagos, ni la forma y las garantías bajo las 
cuales se comercializarán las toneladas de carbono almacenadas.
Esta situación de indefinición de la regulación de redd+ ha llevado a 
que cada proyecto que se ha adelantado en Colombia tenga un sistema de 
distribución de beneficios diferente en relación con los derechos de las co-
munidades. Ejemplo de ello es que el proyecto voluntario Cocomasur otorga 
5 dólares por tonelada de carbono almacenado a las comunidades afrodescen-
dientes del corredor Chocó-Darién, mientras que el proyecto estatal Visión 
Amazonia establece el mismo precio por tonelada pero no se específica a 
quién se otorgará este valor, que en principio se entregará al Estado, ni la 
manera en la que este se va a distribuir entre las comunidades de la región.
Conforme a lo anterior y teniendo en cuenta que Colombia se encuentra 
en la fase de preparación de la enredd+, resulta imprescindible definir la pro-
piedad del carbono con el propósito de garantizar la efectividad de la estrategia 
en todo el país, pues en la medida en que exista certeza jurídica sobre los 
derechos y los beneficios que están implícitos en la estrategia se generarán 
incentivos a las comunidades que permitan la correcta implementación de 
redd+ en sus territorios.
10 Según cifras del mads presentadas en el Conversatorio sobre cambio climático del 9 de octubre 
de 017 en la Universidad Externado de Colombia, la proyección de reducción de emisiones por 
deforestación representa un % de la reducción de emisiones necesarias para el cumplimiento 
de la meta de mitigación del 0% del indc.
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I .  n o rm at i  i da d  a p l i c a b l e  a l  d e r e c h o  d e 
p ro p i e da d  s o b r e  e l  d i   i d o  d e  c a r b ono  ( c o  )
En el marco de redd+, durante la fase de preparación, los países en desarrollo 
que han decidido implementar esta iniciativa y las entidades financiadoras 
de los proyectos11 –especialmente aquellas que utilizan el sistema de pago 
por resultados– han tenido especial interés en el establecimiento de una re-
gulación certera y clara de la propiedad del CO almacenado en los bosques. 
Este interés ha surgido debido a los riesgos que implica la transferencia de 
la propiedad del CO en los mercados de carbono, entre los que se destacan 
la doble contabilidad y la vulneración de los derechos de las comunidades y 
los actores civiles involucrados en el proyecto adelantado.
Así las cosas, teniendo en cuenta que Colombia se encuentra en la fase 
de preparación de la enredd+, resulta relevante estudiar si en el país existe 
una definición de la propiedad del CO y cuál sería la regulación aplicable 
a las transferencias de CO que se realicen en los mercados de carbono y a 
favor de las entidades financiadoras, como el caso del Fondo del Carbono 
Forestal del Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques (fcpf)1. 
Con este fin, se estudiará el concepto e importancia del CO para el cambio 
climático, la protección del derecho de propiedad en el ordenamiento jurídico 
colombiano, la existencia o no de una regulación sobre la definición de la 
propiedad del CO, la normatividad aplicable para la propiedad del CO y 
11 Las principales entidades financiadoras son el pnud, pnuma y fao a través del programa onu-redd, 
itto, el Fondo Cooperativo para el Carbono de los Bosques (fcpf), el Programa de Inversión en 
los Bosques, el Fondo Biocarbono y del Fondo Verde para el Clima; de igual forma, Noruega, 
Estados Unidos, Alemania, Japón y Reino Unido son los países que han aportado a la financiación 
de los proyectos redd+ en los países en desarrollo (onu-redd, 015). En el caso colombiano, el 
documento de preparación redd+ previó la necesidad de 7,5 millones de dólares para la ejecu-
ción de la propuesta de preparación distribuidos de la siguiente manera: ,8 millones del fcpf, 
4 millones de onu-redd, 4,19 millones del Programa redd+ giz, 1,84 millones de la iniciativa 
internacional para el clima del gobierno alemán, 0, millones de la Embajada de los Países Bajos, 
0,48 de usaid, ,18 de gef, ,1 millones del Gobierno Nacional y 7,64 millones provenientes de 
otras fuentes. Incluso, para el año 011 había , millones de dólares en fondos comprometidos 
para Colombia, de los cuales se habían desembolsado 15,6 millones dólares (reddx, 017).
1 El fcpf funciona como un intermediario entre los países desarrollados y los países en desarrollo 
que desean implementar redd+ en su país, y para el desarrollo de su actividad cuentan con un 
marco metodológico que contiene unos lineamientos para la transferencia de emisiones reducidas. 
Dentro de los lineamientos mencionados se establece que los países proponentes del programa 
de reducción de emisiones deben ser capaces de demostrar que cuentan con la autorización para 
transferir la titularidad de las emisiones reducidas al Fondo (Rights and Resources, 014).
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los obstáculos que se presentan para el ejercicio del derecho de disposición 
y su transferencia.
A .  c o n c e p to  d e  d i   i d o  d e  c a r b ono 
( c o  )  y  s u  i m p o rta n c i a  pa ra  la 
m i t i g ac i  n  d e l  c am b i o  c l i m  t i c o
El dióxido de carbono es un gas de efecto invernadero que contribuye a la 
determinación del clima en la Tierra y que hoy en día es el principal causante 
del cambio climático debido a la alta concentración de CO en la atmósfera, 
que ya alcanzó niveles históricos y preocupantes para la humanidad. Este 
gas “se libera desde el interior de la Tierra a través de fenómenos tectónicos, 
vulcanismo y a través de la respiración, procesos de suelos, combustión de 
compuestos con carbono y la evaporación oceánica” (Cambio Climático 
Global, 017). Parte de los gases liberados se emiten a la atmósfera, mientras 
que otros son retenidos por los reservorios naturales de carbono, como los 
bosques o las rocas oceánicas1.
En el mismo sentido, Robador (015) señala que este gas se encuentran 
repartido en los océanos, la biosfera y los sedimentos (combustibles fósiles) 
o rocas (ejemplo son las rocas calizas) que componen la litosfera, los cuales 
actúan como almacenes de estos gases. Robador también relaciona los reser-
vorios14 o sumideros15 dentro del ciclo de carbono como aquellos depósitos 
que retienen el CO e impiden su salida a la atmósfera disminuyendo de esta 
forma la temperatura terrestre y contribuyendo a la regulación climática.
De otro lado, la mitigación es toda “intervención humana encaminada 
a reducir las fuentes o mejorar los sumideros de gei” (ipcc, 015, p. 41), 
cuya efectividad es clave para alcanzar el objetivo de la cmnucc16. En este 
1 Actualmente se están desarrollando tecnologías para extraer el CO presente en el aire, impedir su 
emisión a la atmósfera y comercializarlo como materia prima para las industrias. Ejemplo de ello 
es la máquina Climeworks que succiona el aire, siendo capaz de absorber 900 toneladas de CO 
al año, las cuales se esperan vender a un precio de 100 dólares por tonelada (Revista Ambiental 
Catorce 6, 017).
14 Los depósitos de carbono o reservorios se definen como aquellos componentes del sistema cli-
mático donde se almacenan grandes cantidades de gei (Depledge & Yamin, 004).
15 Las plantas, especialmente los árboles tropicales, captan cada año cerca de 10 billones de tone-
ladas de carbono (Denhez, 007).
16 En materia de mitigación ha sido difícil alcanzar un consenso en el establecimiento de metas 
específicas para lograr el objetivo de la cmnucc, lo cual se atribuye a su relación con el límite 
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sentido, se requiere la elaboración de estudios científicos que identifiquen 
cuáles son los sectores económicos o actividades humanas que emiten mayor 
cantidad de gei a la atmósfera para determinar cuáles serán las acciones a 
tomar en materia de mitigación. En este punto, el grupo de trabajo iii del 
Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (ipcc) 
tiene la tarea de establecer y formular estrategias de respuesta para el cambio 
climático. En cumplimiento de esta labor, en su último informe señaló los 
cinco sectores económicos que realizan mayores contribuciones de gei en la 
atmósfera17: suministro de energía (responsable del 5% de las emisiones), 
agricultura, silvicultura y otros usos del suelo (afolu) (4%), industria 
(1%), transporte (14%) y edificios (6,4%).
Entonces, el aumento de las emisiones de CO se debe en gran medida 
a la quema de combustibles fósiles18 (petróleo, carbón y gas), así como a la 
deforestación19 y los cambios en el uso del suelo, por lo que la reducción de 
emisiones de CO derivadas de la deforestación y la degradación forestal 
contribuye ampliamente a la mitigación del cambio climático y al objetivo 
de estabilización de las emisiones establecido en la cmnucc.
B .  c o n c e p to  y  p ro t e c c i  n  d e l  d e r e c h o  d e 
p ro p i e da d  e n  la  n o rm at i  i da d  c o lom b i a na
La propiedad privada es un derecho constitucionalmente protegido conforme 
al artículo 58 de la Constitución Política de Colombia de 1991[0], y en ese 
aceptado de riesgo, las estrategias de costo y compensaciones, y otros objetivos de la sociedad 
(seguridad alimentaria, salud, desarrollo), además de la anteposición de los intereses propios de 
los países y empresas que influyen en la toma de decisiones (ipcc, 015).
17 Los datos se basan en las emisiones de gei realizadas en el año 010, época durante la cual se 
registraron las emisiones antropógenas más altas en la historia de la humanidad (ipcc, 015).
18 Los combustibles fósiles son las principales fuentes de energía, sector de gran influencia econó-
mica (Antal, 004).
19 Los depósitos de dióxido de carbono almacenados en bosques y suelos liberan grandes cantidades 
de CO al momento de ser destruidos, aumentando las concentraciones de gei en la atmósfera.
0 El artículo 58 de la Constitución Política determina: “Se garantizan la propiedad privada y los 
demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos 
ni vulnerados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos 
de utilidad pública o interés social, resultare en conflicto los derechos de los particulares con 
la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social. La 
propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función 
ecológica. El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad. Por 
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sentido, debemos remitirnos a los artículos 669 y 679 del Código Civil1 (Ley 
84 de 187), que establecen que la propiedad se entiende como el derecho 
real sobre una cosa para gozar y disponer de ella. En palabras de Alessandri 
(001), “la propiedad es el derecho que confiere al sujeto el poder más amplio 
sobre una cosa; en principio, lo faculta para apropiarse, en forma exclusiva, 
de todas las utilidades que el bien es capaz de proporcionar” (citadas en 
Arévalo, 017, p. 6). Asimismo, la Corte Constitucional, en la Sentencia 
C-189 de 006, definió la propiedad como “el derecho real que se tiene por 
excelencia sobre una cosa corporal o incorporal, que faculta a su titular para 
usar, gozar, explotar y disponer de ella, siempre y cuando a través de su uso 
se realicen las funciones sociales y ecológicas que le son propias”.
Debemos tener en cuenta que la Constitución Política también contem-
pla la figura de la propiedad colectiva de los resguardos de las comunidades 
indígenas en el artículo 9[] y la propiedad colectiva de los territorios de 
las comunidades negras en el artículo transitorio 55, que ordenó al Con-
greso expedir una ley que reconociera los derechos de estas comunidades, 
motivos de utilidad pública o interés social definidos por el legislador, podrá haber expropiación 
mediante sentencia judicial e indemnización previa. Este se fijará consultando los intereses de 
la comunidad y del afectado. En los casos que determine el legislador, dicha expropiación podrá 
adelantarse por vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso 
respecto del precio”.
1 El artículo 669 del Código Civil establece el concepto de propiedad de la siguiente manera: “El 
dominio que se llama también propiedad es el derecho real en una cosa corporal, para gozar y 
disponer de ella, no siendo contra ley o contra derecho ajeno. La propiedad separada del goce de 
la cosa se llama mera o nuda propiedad”. El artículo 670 hace especial referencia a la propiedad 
sobre cosas incorporales: “Derecho sobre las Cosas Incorporales. Sobre las cosas incorporales 
hay también una especie de propiedad. Así, el usufructuario tiene la propiedad de su derecho de 
usufructo”.
 El artículo 9 de la Constitución Política señala que: “La conformación de las entidades territoria-
les indígenas se hará con sujeción a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, 
y su delimitación se hará por el Gobierno Nacional, con participación de los representantes de 
las comunidades indígenas, previo concepto de la Comisión de Ordenamiento Territorial. Los 
resguardos son de propiedad colectiva y no enajenable. La ley definirá las relaciones y la coordi-
nación de estas entidades con aquellas de las cuales formen parte”.
 El artículo transitorio 55 de la Constitución Política señala que: “Dentro de los dos años siguientes 
a la entrada en vigencia de la presente Constitución, el Congreso expedirá, previo estudio por 
parte de una comisión especial que el Gobierno creará para tal efecto, una ley que les reconozca 
a las comunidades negras que han venido ocupando tierras baldías en las zonas rurales ribereñas 
de los ríos de la Cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción, 
el derecho a la propiedad colectiva sobre las áreas que habrá de demarcar la misma ley. En la 
comisión especial de que trata el inciso anterior tendrán participación en cada caso representantes 
elegidos por las comunidades involucradas. La propiedad así reconocida sólo será enajenable 
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mandato que se concretó en la Ley 70 de 199, en la que se reconoció 
expresamente la propiedad colectiva de las comunidades negras sobre las 
tierras baldías y los bosques del Pacífico que venían ocupando conforme a 
sus prácticas tradicionales.
Acorde a lo anterior, es evidente que la definición de la propiedad del 
carbono va a determinar quién tiene la facultad para explotar el bien; es 
decir, el propietario determinará cuál será el uso del carbono almacenado y 
en caso de que decida disponer de este bien, será quien reciba las utilidades 
derivadas de esa disposición.
C .  d e f i n i c i  n  d e l  d e r e c h o  d e  p ro p i e da d 
s o b r e  e l  d i   i d o  d e  c a r b ono  e n  c o lom b i a : 
n o rm at i  i da d  a p l i c a b l e  y 
o b s t  c u lo s  e n  s u  d e f i n i c i  n
La definición de la propiedad del carbono se relaciona con los conceptos de 
compensación de carbono y de créditos de carbono. La compensación del 
carbono se refiere a todas aquellas actividades que resultan en el secuestro 
de carbono o en la reducción de emisiones de CO a la atmósfera; y los 
créditos de carbono consisten en certificados comerciales que constatan las 
compensaciones de carbono o en permisos que representan derechos de 
emisión. En este marco, los créditos de carbono forestal son un producto 
forestal derivado de la transformación del carbono secuestrado en el bosque 
en un activo intangible que puede ser transferido a una tercera persona que 
lo utilizará en un régimen de mitigación del cambio climático (Ministry of 
Forests and Soil Conservation of Nepal, 015).
En ese sentido, en el sector afolu, los derechos sobre el carbono parten 
de la idea que el CO almacenado en los bosques es un activo intangible 
que puede ser vendido en el mercado4, por lo que los créditos de carbono 
deben estar relacionados a un área boscosa específica; y los aspectos relativos 
en los términos que señale la ley. La misma ley establecerá mecanismos para la protección de 
la identidad cultural y los derechos de estas comunidades, y para el fomento de su desarrollo 
económico y social”.
4 Los derechos sobre el carbono también se pueden definir como “un activo intangible creado por 
la ley o por acuerdos contractuales que permiten el reconocimiento de beneficios independientes 
derivados del secuestro del carbono en la biomasa” (Ministry of Forests and Soil Conservation 
of Nepal, 015, p. 19).
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a la propiedad, control y uso de la tierra, el bosque y el carbono deben estar 
definidos con el fin de garantizar la transparencia y funcionalidad del me-
canismo de pago basado en resultados (Rights and Resources, 018).
Según un estudio realizado por la organización Rights and Resources 
(018), la definición de este derecho y el establecimiento de unas reglas 
básicas para el comercio de créditos de carbono han constituido uno de 
los mayores retos para los países en desarrollo que cuentan con proyectos 
redd+5, ya sea impulsados por empresas privadas en un territorio deter-
minado o por el Estado en una escala nacional o subnacional; y una de las 
principales razones de este escenario es que aún existe ambigüedad e inde-
finición en el reconocimiento legal de los derechos de los pueblos indígenas 
y las comunidades locales sobre los bosques.
Esta situación también ha constituido un reto para Colombia, al punto que 
actualmente una de las mayores debilidades de la enredd+ es la ausencia de re-
gulación del derecho de propiedad sobre al carbono, a pesar de que su inclusión 
representa la oportunidad de avanzar en la vinculación de las comunidades con 
el crecimiento económico del país. Este factor es de gran preocupación pues 
a pesar de que en el documento de preparación de la enredd+ se contempló 
como un punto que debía desarrollarse en la estrategia6, no se incluyó en la 
Estrategia Integral de Control a la Deforestación y Gestión de los Bosques 
(eicdgb) “Bosques Territorios de Paz”, dejando un vacío que repercute nega-
tivamente en la relación del gobierno con las comunidades y en la eficacia de 
los instrumentos financieros que se utilizarán para incentivar la ejecución de 
las acciones previstas en la eicdgb durante la fase de implementación.
5 Los Estados y empresas, con el pasar de los años, se han involucrado en mayor medida en acuerdos 
sobre los derechos del carbono sin contar con una ley que regule los derechos de todos los actores 
implicados y del Estado. Esta situación se presenta como peligrosa porque no hay seguridad de 
que los beneficiarios de los acuerdos celebrados son los legitimados para ejercer los derechos sobre 
el carbono y porque existe el riesgo de vulnerar derechos de las comunidades o de los verdaderos 
titulares del derecho (giz, 01).
6 En la página 19 del documento de preparación de la enredd+ se contempla como un resultado 
esperado la “definición concertada de normatividad explicita sobre la propiedad y distribución de 
los beneficios derivados del carbono” y señala como medios de verificación los siguientes: “docu-
mento con la propuesta normativa de propiedad y distribución de los beneficios por el carbono” 
y “un acto administrativo o se define normatividad para definir la propiedad y distribución de 
los beneficios del carbono”.
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Ahora bien, frente a este vacío jurídico podemos estudiar cómo se podría 
ejercer el derecho de propiedad sobre el dióxido de carbono y cuál sería la 
normatividad aplicable, así como los obstáculos que impedirían tanto la de-
finición de la propiedad como la transferencia de esta en caso que se aplique 
la legislación vigente.
Podemos empezar por señalar que la propiedad pública o propiedad 
del Estado sobre los bienes públicos no ha sido del todo clara en el derecho 
colombiano7. En ese sentido, Pimiento (015) realiza un estudio sobre la 
materia y concluye que fueron las altas Cortes las que buscaron aclarar este 
concepto y señalaron que “el dominio del Estado sobre los bienes de uso 
público es un dominio sui generis” en el entendido que la propiedad que ejerce 
el Estado no corresponde a los postulados que rigen la propiedad privada8. 
Según el artículo 519 del Código Civil, “los bienes de uso público no se 
prescriben en ningún caso”, lo que fue reafirmado por el artículo 6 de la 
Constitución Política9, que establece que los bienes de uso público son 
inalienables, imprescriptibles e inembargables0, otorgando de esta manera 
unas características especiales a la propiedad que ejerce el Estado sobre los 
bienes de uso público.
7 En relación con los bienes fiscales ha sido más claro su régimen jurídico, pues existe mayor una-
nimidad en cuanto a su definición como bienes de dominio privado que pertenecen al Estado, es 
decir, que sobre los bienes fiscales el Estado ejerce la propiedad con las mismas características 
que las establecidas para la propiedad privada a pesar de ser una especie de propiedad pública 
(Pimiento, 015). En cuanto a los baldíos, la doctrina mayoritaria entiende que son bienes con 
“una reserva patrimonial inmueble de la que es titular el Estado, que puede decidir adjudicarla a 
un particular, utilizarla como medio de financiación de infraestructura, ponerla a disposición de 
los particulares para el uso público o, simplemente, venderla cuando ella no sea necesaria para el 
uso o servicio públicos” (Pimiento, 015, p. 179).
8 En relación con la propiedad pública, el artículo 674 del Código Civil señala: “Bienes públicos 
y de uso público. Se llaman bienes de la Unión aquéllos cuyo dominio pertenece a la República. 
Si además su uso pertenece a todos los habitantes de un territorio, como el de calles, plazas, 
puentes y caminos, se llaman bienes de la Unión de uso público o bienes públicos del territorio. 
Los bienes de la Unión cuyo uso no pertenece generalmente a los habitantes, se llaman bienes 
de la Unión o bienes fiscales”.
9 El artículo  de la Constitución Política también hace referencia a la propiedad del Estado: “El 
Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de los 
derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes”.
0 El artículo 6 de la Constitución Política establece que “los bienes de uso público, los parques 
naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueo-
lógico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e 
inembargables”.
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De otro lado, los artículos 4 y 4 del Código Nacional de Recursos 
Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente (Decreto 811 de 
1974) establecen que los recursos naturales renovables y demás elementos 
ambientales regulados en el código pertenecen al Estado sin perjuicio de los 
derechos adquiridos por particulares y de las normas sobre baldíos1, por lo 
que se entiende que es posible el dominio privado sobre recursos renovables.
Así las cosas, encontramos que los bosques son, en principio, propiedad del 
Estado, por lo que el mismo Decreto 811 de 1974 establece las figuras jurídicas 
bajo las cuáles los particulares pueden hacer uso o explotación de los recursos 
forestales: licencia ambiental para construcción de obras de infraestructura 
o realización de actividades económicas dentro de áreas de reserva forestal 
(artículo 08), concesión o permisos de aprovechamiento forestal (artículos 
14-16) y permisos de industria forestal (artículos 5-8). No obstante, 
en ninguna de las normas mencionadas se hace referencia a la propiedad del 
carbono o de los servicios ecosistémicos de los bosques.
A partir de lo anterior se podría pensar, en principio, que el Estado sería 
el dueño del dióxido de carbono al entender este como un bien público. No 
obstante, encontramos algunos obstáculos y desventajas como la prohibición 
constitucional de enajenar los bienes públicos, lo que implicaría la necesidad 
de expedir una regulación que contemple una nueva figura de propiedad 
pública exclusiva para la propiedad del carbono que permita su enajenación 
para poder participar en los mercados de carbono. Además, la destinación de 
los bosques al secuestro de carbono es una decisión que afecta directamente 
1 Decreto 811 de 1974: “Artículo 4. Pertenecen a la nación los recursos naturales renovables y 
demás elementos ambientales regulados por este Código que se encuentren dentro del territorio 
Nacional, sin perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos por particulares y de las normas 
especiales sobre baldíos.
 Artículo 4. El derecho de propiedad privada sobre recursos naturales renovables deberá ejercerse 
como función social, en los términos establecidos por la Constitución Nacional y sujeto a las 
limitaciones y demás disposiciones establecidas en este Código y otras leyes pertinentes (C.N. 
artículo 0). Declarado exequible Sentencia C-16 de 1998 Corte Constitucional, en el enten-
dido de que, conforme al artículo 58 de la Constitución, la propiedad privada sobre los recursos 
naturales renovables está sujeta a todas las limitaciones y restricciones que derivan de la función 
ecológica de la propiedad”.
 En ese sentido, Villa y Sierra-Correa (01) señalan que la legislación vigente regula algunos 
esquemas de incentivos para las actividades de forestación, reforestación y conservación bajo un 
esquema institucional, en el entendido que es el Estado el principal decisor sobre el manejo de los 
bosques, lo que no guarda relación con los mercados redd+ en donde se acuerda voluntariamente 
un precio por los servicios ecosistémicos prestados.
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los territorios de las comunidades indígenas y afrodescendientes, por lo que 
procede la consulta previa e informada para garantizar el respeto de sus 
derechos sobre los bosques. Y, según la uicn (011), esta alternativa genera 
cuestionamientos sobre cuáles disposiciones relativas a la propiedad privada 
podrían aplicarse en este caso y de qué manera se realizaría la distribución 
de beneficios a los propietarios de los bosques, que son quienes ejecutan la 
política de conservación de los bosques y secuestro del carbono.
Además, los artículos 4 y 4 del Decreto 811 de 1974 prevén la exis-
tencia de bosques de dominio privado y la Constitución Política junto con 
la Ley 70 de 199 también contemplan que los bosques hacen parte de la 
propiedad colectiva de las comunidades indígenas y negras del país4, por lo 
que la propiedad de los bosques no está circunscrita únicamente al Estado. 
Por el contrario, los pueblos indígenas y las comunidades negras del país 
también son propietarios de los recursos forestales ubicados en sus territorios 
y tienen el derecho al uso y goce sobre estos, impidiendo al Estado ejercer 
 En relación con la propiedad privada debemos hacer referencia a la función ecológica consa-
grada en el artículo 68 de la Constitución Política, frente a la cual la Corte Constitucional, en 
la Sentencia C-117 de 004, señaló que “la progresiva incorporación de finalidades sociales y 
ecológicas relacionadas con el uso y aprovechamiento de los bienes particulares no solo ya hacen 
parte del derecho mismo sino que también constituyen límites externos a su ejercicio […]. Es 
decir, que con la introducción de la nueva función ecológica se ha incorporado una concepción 
del ambiente como límite a su ejercicio, propiciando de esta manera una suerte de ‘ecologización’ 
de la propiedad”.
4 En relación con la propiedad colectiva de las comunidades indígenas y afrodescendientes sobre 
los recursos naturales de sus territorios, la Corte Constitucional señaló en la Sentencia T-80 
de 199 que “el reconocimiento del derecho a la propiedad colectiva de los resguardos (CP art. 
9) en favor de las comunidades indígenas comprende a la propiedad colectiva de estas sobre 
los recursos naturales no renovables existentes en su territorio. Lejos de usurpar recursos de la 
Nación, el acto de disposición de bienes baldíos para la constitución de resguardos indígenas es 
compatible con el papel fundamental que estos grupos humanos desempeñan en la preservación 
del medio ambiente. La prevalencia de la integridad cultural, social y económica de estas comu-
nidades sobre la explotación de los recursos naturales en sus territorios –la que solo es posible si 
media la autorización previa del Estado (CP art. 80) y de la comunidad indígena (CP art. 0)–, 
se erige en límite constitucional explícito a la actividad económica de la explotación forestal […]. 
El derecho de propiedad colectiva de los recursos naturales renovables que se encuentran en sus 
territorios, no otorga una facultad omnímoda a los representantes de las respectivas comuni-
dades indígenas para disponer libremente de ellos. La autonomía de las autoridades indígenas 
en el manejo de sus propios asuntos, en especial respecto del aprovechamiento de los recursos 
naturales (CP art. 0), debe ser ejercida con plena responsabilidad (CP art. 95-1). En favor de 
la comunidad indígena siempre podrá aducirse la doctrina ultra vires frente a actuaciones de sus 
autoridades que hayan dispuesto ilegal o arbitrariamente de las riquezas naturales comprendidas 
en su territorio, y a las cuales por lo tanto se las debe despojar de todo poder vinculante”.
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cualquier derecho de disposición sobre los bosques pertenecientes a estas 
comunidades (Villa & Sierra-Correa, 01).
Partiendo de esta premisa, se podría señalar que el propietario de los 
bosques, ya sea un particular, las comunidades étnicas o el Estado, es también 
el propietario de los servicios ecosistémicos que estos prestan. Sin embargo, 
no hay una norma que efectivamente otorgue la propiedad de los recursos 
o productos forestales al propietario del bosque. Incluso, a pesar de que 
la Corte Constitucional ha reconocido la propiedad de las comunidades 
sobre los recursos naturales, en la práctica no se extiende esa propiedad a 
recursos naturales como minerales, aceite o madera, que continúan siendo 
propiedad del Estado debido a la conveniencia de sus intereses (Rights and 
Resources, 014).
Otra opción es la señalada por Restrepo (014), quien considera que es 
aplicable la figura de la accesión del artículo 71 del Código Civil, toda vez 
que “los frutos naturales de una cosa pertenecen al dueño de ella” (artículo 
716 del Código Civil), por lo que el propietario de los bosques tiene también 
el derecho sobre el carbono almacenado en ellos por cuanto el CO se adhiere 
a las raíces y hojas los árboles y de las plantas pertenecientes al bosque.
Cualquiera de las opciones expuestas, al considerar que el carbono hace 
parte integral del bosque y que de ahí se deriva su propiedad, enfrenta un 
gran obstáculo que es la imprescriptibilidad e inalienabilidad de los resguar-
dos indígenas, los territorios de las comunidades afrodescendientes y los 
bosques allí ubicados, lo que impediría la venta del carbono almacenado en 
los bosques de su propiedad5 (Villa & Sierra-Correa, 01). Además, si se 
entiende que el carbono es un fruto natural del bosque, este no se podría vender 
de manera individual puesto que no es posible extraer el carbono del bosque en 
donde se encuentra almacenado, lo que implica que la venta del carbono solo se 
pueda realizar a través de la venta del terreno en donde se encuentra ubicado el 
bosque6, escenario que también enfrenta la prohibición de enajenar estos 
territorios.
5 En el mismo sentido, Villa y Sierra-Correa (01) afirman que “si las comunidades no tienen 
el dominio sobre los recursos ecosistémicos que provee el bosque –tal y como lo es el carbono– 
solo poseen el derecho de gozar y disfrutar de él, por lo que no pueden realizar ningún tipo de 
transacción ni comercializar este servicio” (p. 1).
6 La uicn (011) también afirma que cuando se le asigna la propiedad del carbono al propietario 
del bosque, puede que ese derecho no exista como un derecho de propiedad separado, por lo que 
no se podría comercializar el carbono de manera independiente del bosque.
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En conclusión, la legislación vigente en esta materia resulta insuficiente 
para establecer la propiedad del carbono almacenado en los bosques y ade-
más presenta diversas dificultades y obstáculos para la implementación de 
la enredd+ con un enfoque de pago por resultados que implique la trans-
ferencia de la propiedad del CO; razón por la cual veremos la importancia 
de la definición de este derecho por las implicaciones jurídicas, sociales y 
económicas de esta materia, y algunos casos de derecho comparado que 
nos pueden dar luz sobre una posible solución que tenga en cuenta que “la 
instauración exitosa de proyectos de redd exige que se clarifiquen los de-
rechos sobre las tierras y los recursos forestales, y se los asignen a aquellos 
administradores capaces de controlar y gestionar los bosques en relación 
con el secuestro del carbono” (uicn, 011, p. ).
I I .  i m p o rta n c i a  d e  la  d e f i n i c i  n  d e l  d e r e c h o 
d e  p ro p i e da d  s o b r e  e l  d i   i d o  d e  c a r b ono
Los créditos de carbono, como se mencionó anteriormente, están destinados 
a ser comercializados en el mercado, por lo que la definición del derecho 
sobre el carbono y la legitimación jurídica para comercializarlos en el mer-
cado es fundamental para garantizar el funcionamiento de los mercados de 
carbono, los cuales también se encuentran estrechamente relacionados con 
el mecanismo de pago basado en resultados de los proyectos redd+. En 
esta medida, la definición de la propiedad del carbono tiene implicaciones 
económicas, sociales y jurídicas que resultan relevantes para la eficacia y 
correcta implementación de los proyectos redd+ en los países en desarrollo.
A .  l o s  m e rc a d o s  d e  c a r b ono  y 
s u  d e s a r ro l lo  e n  c o lom b i a
Los mercados de carbono son escenarios en donde se realizan transaccio-
nes sobre los créditos de carbono, los cuales representan una tonelada de 
CO equivalente que no ha sido emitida a la atmósfera y que provienen de 
proyectos o actividades que tienen el propósito de reducir las emisiones 
de carbono, como el desarrollo de fuentes de combustibles sostenibles o la 
reforestación (Hamrick & Gallant, 017a).
Se han desarrollados dos clases de mercados: a) mercados de cumplimiento, 
en los cuales los gobiernos establecen las reglas bajo las cuales se permitirá la 
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venta de bonos de carbono y, por lo general, se establece un límite de bonos de 
carbono; y b) mercados voluntarios, los cuales se rigen por las reglas estableci-
das por organismos voluntarios y participan todos los ciudadanos u organiza-
ciones interesadas que decidan comprar o vender voluntariamente bonos de 
carbono en ausencia de una regulación estatal (Piffer, Paiva & Paulino, 017).
Según Piffer, Paiva y Paulino (017), las iniciativas vinculadas a los mer-
cados de carbono garantizan el cumplimiento de las metas establecidas, toda 
vez que buscan asegurar el logro de los objetivos de reducción de emisiones; 
es decir, se realiza una medición y verificación de las toneladas de carbono 
efectivamente reducidas previo a su inclusión en los mercados de carbono 
y posterior a su venta para proporcionar más confianza y certeza sobre los 
bonos generados y la transacción realizada.
Entonces, los bonos de carbono deben cumplir con los siguientes re-
quisitos para obtener la respectiva validación7: a) adicionalidad, es decir, 
que los proyectos no se hubieran llevado a cabo de no ser por la expedición 
de bonos de carbono; b) reducción real de las emisiones de carbono; c) 
permanencia, por lo que se deben contabilizar las futuras fugas de carbono 
por cosechas, incendios o actividades de manejo; d) gobernanza y gestión 
adecuada de cualquier estándar voluntario de los bonos de carbono; y e) 
el proyecto debe garantizar las salvaguardas o promover la generación de 
cobeneficios (Dannecker, Giraldo, & Plata, 016).
En Colombia, en agosto del año 016, el Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible (mads) junto con la Bolsa Mercantil de Colombia, la Fun-
dación Natura y el Banco Interamericano de Desarrollo diseñaron el primer 
mercado voluntario de carbono en el país con el propósito de establecer un 
mecanismo que proporcionará una rentabilidad financiera a los proyectos de 
reducción de emisiones de gei en Colombia (actualmente estos proyectos se 
relacionan con la instalación de plantas de energía renovable, la promoción 
de la eficiencia energética y la restauración, reforestación y conservación de 
ecosistemas), incentivar la participación del sector privado y contribuir al 
cumplimiento de la meta de contribuciones previstas y determinadas a nivel 
nacional (indc)8 (Dannecker, Giraldo & Plata, 016).
7 Estos estándares han sido desarrollados por entidades gubernamentales como el Ministerio de 
Ambiente alemán y el gobierno de Australia, y por distintas organizaciones como la Fundación 
Natura o el Banco Interamericano de Desarrollo (Dannecker, Giraldo & Plata, 016).
8 Según Dannecker, Giraldo y Plata (016), el mads se encuentra trabajando en el diseño y nor-
matividad de un mercado regulado de carbono nacional.
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Dannecker, Giraldo y Plata (016) señalan que el mercado voluntario 
colombiano se guía por el Estándar Verificado de Carbono y el Gold Standard. 
Bajo estos estándares ya se han generado más de 800.000 bonos de carbono 
en los últimos cinco años, de los cuales han sido vendidos 500.000[9], lo 
que ha permitido la “conservación de más de 0.000 hectáreas de bosques 
nativos, la restauración de más de 10.000 hectáreas de suelos degradados 
(incluso a causa de la minería), la generación de energía renovable y la mejora 
de las condiciones de salud” (p. 5).
Otro factor a tener en cuenta para el desarrollo de los mercados de carbono 
en el país es el interés en adquirir bonos de carbono derivados de proyectos 
forestales y de uso del suelo en América Latina por parte de los compradores, 
lo que se evidencia con los acuerdos de pago de reducciones de emisiones 
de carbono de los bosques que han firmado diversos países con Colombia, 
Guyana y Brasil, y con las estadísticas que señalan que los bonos de car-
bono de estos sectores representan la mayoría de todos los bonos vendidos 
(Hamrick & Gallant, 017b).
Con base en los tres puntos anteriores, es posible concluir que los mer-
cados de carbono son el escenario adecuado para comercializar los bonos 
generados a partir del desarrollo de proyectos redd+ en el país40, pues esta 
vinculación permite incrementar los fondos destinados al sector forestal y 
priorizar las actividades de conservación y desarrollo en las zonas rurales 
(tfd, 008). No obstante, para lograr la producción e incremento de bonos de 
carbono generados por la enredd+ y garantizar la propiedad de los bosques, 
el respeto por los derechos de los actores involucrados y su participación en 
los procesos de negociación en los mercados de carbono, es necesario deter-
minar la propiedad del carbono, lo que a su vez permitirá definir quiénes 
actuarán como vendedores en estos mercados y evitar posibles conflictos 
alrededor de las transacciones realizadas sobre estos bonos.
9 A 016 solo estaba registrado un proyecto redd+ en el mercado voluntario de carbono: el Corredor 
Chocó-Darién, que en el año 016 emitió 00.000 bonos de carbono que fueron verificados por 
el mercado de carbono colombiano (Dannecker, Giraldo & Plata, 016).
40 Los proyectos redd+ alcanzaron la comercialización de 44,8 millones de toneladas de CO, 
por lo que se ha podido verificar que han tenido gran financiación, lo que también se relaciona 
con la búsqueda de la protección de bosques en riesgo y el abastecimiento de productos básicos 
clave como la soja o el aceite de palma a través de actividades sostenibles, al punto que ya se han 
identificado 447 empresas de producción de alimentos con compromisos de cero deforestación 
en sus procesos de producción (Hamrick & Gallant, 017a).
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B .  r e lac i  n  d e  la  p ro p i e da d  d e l  d i   i d o 
d e  c a r b ono  c o n  lo s  p roy e c to s  r e d d+
La definición de la propiedad del carbono tiene implicaciones jurídicas, 
sociales y económicas que se relacionan principalmente con la distribución 
de los beneficios generados por los proyectos redd+, la economía en las 
zonas rurales, la relación entre la propiedad de la tierra y de los bosques 
con la propiedad del carbono, y la seguridad jurídica de los derechos de los 
actores civiles y las comunidades vinculadas a los procesos de implementa-
ción de los proyectos redd+. Estos factores se encuentran vinculados con la 
efectiva y correcta implementación de los proyectos redd+, pues a medida 
que se garantice el pleno ejercicio de los derechos sobre los bosques y sus 
servicios ecosistémicos como el almacenamiento del carbono, se asegura 
la efectividad de las acciones redd+; por lo cual, veremos con detalle las 
principales implicaciones jurídicas, sociales y económicas de la definición 
de la propiedad del dióxido de carbono y su importancia para la adecuada 
implementación de la enredd+.
1 .  i m p l i c ac i o n e s  j u r  d i c a s
Actualmente, se sostiene que los derechos sobre el carbono están generando 
nuevos tipos de derechos de propiedad sobre los bienes y que es indiscu-
tible que la reducción de emisiones de CO forestales en desarrollo de los 
proyectos redd+ implica restricciones a los derechos de propiedad sobre 
la tierra y los bosques, restricciones que buscan maximizar los beneficios 
del ejercicio de los derechos de propiedad. En ese sentido, no reconocer los 
derechos sobre el carbono de las comunidades minimizará los incentivos para 
que los proyectos redd+ tengan éxito (La Viña & Lynch, 011).
En este marco, la propiedad del carbono requiere un análisis jurídico 
de la propiedad de la tierra y de los recursos naturales para identificar si los 
servicios ecosistémicos son propiedad del Estado, caso en el cual se verificaría 
la posibilidad de otorgar concesiones sobre el carbono o si estos servicios 
pertenecen a los propietarios de los terrenos en donde se encuentran ubi-
cados los bosques, análisis que implica definir los derechos e intereses en el 
carbono almacenado e identificar los desafíos jurídicos frente a los sistemas 
tradicionales de derecho de propiedad establecidos en la legislación (uicn, 
011). Esto es así porque la ausencia “de reglas claras sobre la propiedad del 
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carbono y las reducciones de las emisiones puede engendrar incertidumbre 
acerca del modo de establecer, mantener y transferir estos derechos de forma 
segura […] en un aumento de los costos de la transacción” (uicn, 011, p. 6).
Otro factor jurídico que implica la definición de la propiedad del carbono 
es tener certeza sobre los derechos de todos los titulares de derechos sobre un 
terreno, puesto que la tierra puede ser propiedad de una persona, el bosque 
de otra y el carbono secuestrado de otra, e incluso, pueden existir arrenda-
tarios de ese inmueble que también tendrían derechos sobre el terreno, por 
lo cual deben establecerse los derechos y obligaciones de cada uno con el fin 
de maximizar los beneficios del secuestro de carbono41.
 .  i m p l i c ac i o n e s  s o c i a l e s
La titulación de las tierras y la certeza sobre los derechos de la tierra y de 
los bosques es la base para que las comunidades se apropien de los proyectos 
redd+ y busquen el logro de los propósitos y objetivos del proyecto, lo que 
a su vez garantiza la permanencia de los bosques y del carbono almacenado 
en ellos y atrae mayores inversionistas extranjeros que incrementan la finan-
ciación dirigida al secuestro del carbono (uicn, 011). En este contexto, si los 
derechos de la comunidades sobre los bosques son débiles o no existen, estas 
podrían perder sus derechos sobre el carbono, lo que socava su derecho y 
habilidad de involucrarse en los mercados de carbono de manera equitativa, 
eficaz e independiente, e incluso esta situación podría llegar a la exclusión 
del derecho de beneficiarse de los pagos basados en resultados de redd+ 
(Stevens, Winterbottom, Springer & Reytar, 014).
Así las cosas, la claridad sobre los derechos de la tierra, los bosques y el 
carbono se entiende como un factor clave en la preparación e implementación 
de redd+ y en la prevención de futuros conflictos entre los actores involucra-
dos, pues los intereses sobre los bosques de cada uno pueden ser contrarios, 
lo que requiere acuerdos sobre el uso de la tierra y la identificación de los 
derechos de concesión, aprovechamiento o minería y su respectiva solución 
para continuar con la ejecución del proyecto (uicn, 011)4.
41 Véase en el mismo sentido La Viña y Lynch (011).
4 En el mismo sentido, Rights and Resources (016) afirma que “la seguridad de los derechos 
sobre la tierra es crucial para conseguir la estabilidad social, política y económica, tanto para las 
comunidades como para las empresas locales e internacionales decididas a reducir sus riesgos 
operativos, financieros y contra su reputación”.
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Además, la claridad sobre los derechos de las comunidades contribuye a 
lograr la justicia ambiental y garantizar los derechos de participación de los 
grupos más vulnerables de la sociedad, lo que es una respuesta lógica a los 
estudios realizados que demuestran el relevante rol que juegan las comuni-
dades en la conservación de los recursos naturales, incluyendo el carbono 
almacenado en los bosques (La Viña & Lynch, 011).
La seguridad sobre los derechos de la tierra y los recursos naturales 
para las comunidades disminuye la pobreza y la desigualdad, pues el uso 
y explotación de las tierras es la fuente de ingreso para el sustento de las 
comunidades, y en este sentido, la garantía de ingresos más altos derivados 
de la seguridad jurídica sobre sus tierras implica una estabilidad socioeco-
nómica mayor (Rights and Resources, 016).
Por último, la claridad respecto a los derechos sobre la tierra y los bosques 
promueve la preservación de la diversidad cultural y lingüística en la medida 
que la conservación de la biodiversidad se relaciona con el mantenimiento 
de la cultura, conocimiento y lengua de los pueblos indígenas y las comu-
nidades locales, que como guardianes de los bosques tienen instituciones 
de gobernanza de sus recursos naturales con base en conocimientos tradi-
cionales que se convierten en vitales para la preservación y conservación de 
los sistemas socioecológicos, lo que a su vez aumenta los sumideros de gei 
(Rights and Resources, 016).
 .  i m p l i c ac i o n e s  e c o nm i c a s
La definición de la propiedad del carbono y de los derechos sobre la tierra de 
las comunidades constituye una inversión de bajo costo y elevado beneficio. 
Esta afirmación la realiza Rights and Resources (016) con base en un estudio 
que señala que los costos por hectárea que asume el gobierno para garan-
tizar las tierras indígenas ascienden a $1,5 dólares en Colombia, mientras 
que los beneficios generados por los servicios ecosistémicos por hectárea se 
encuentran entre los $4.610 y los $10.44 dólares, por lo cual, garantizar la 
seguridad de la tenencia de la tierra de las comunidades permite alcanzar 
los objetivos de mitigación del cambio climático de forma más rentable.
Por otra parte, la definición de la propiedad del carbono guarda estrecha 
relación con la distribución de los beneficios generados por los proyectos 
redd+ y la eficacia del proyecto, en el entendido que la incertidumbre en 
la “asignación de los recursos forestales debilita la gestión forestal inteligente, 
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puesto que sin derechos protegidos, los usuarios de los bosques tienen 
pocos incentivos –y muchas veces carecen de estado jurídico– para invertir 
en la protección de los bosques” (uicn, 011, p. 17). Para el logro de los 
objetivos ambientales deseados es necesaria una distribución igualitaria de 
los beneficios que tenga en cuenta la dependencia de los recursos forestales 
de las comunidades y los costos de oportunidad, de tal manera que se in-
funda una apropiación del proyecto por parte de las comunidades en razón 
de los beneficios que obtendrían tanto a nivel individual como colectivo4 
(Thompson, 017).
El mecanismo más conocido a través del cual se busca realizar una dis-
tribución de los beneficios es el pago por servicios ambientales, que consiste 
en una transacción voluntaria sobre un servicio ecosistémico donde se ven 
involucradas dos partes: un comprador y un vendedor, quien se comprome-
te a garantizar la prestación de ese servicio mediante la aplicación de unas 
reglas de gestión de los recursos naturales (Thompson, 017; uicn, 011). 
Este sistema fue implementado en Colombia con el Decreto Ley 870 de 
017[44], que define el pago por servicios ambientales como un incentivo 
económico acordado de forma voluntaria, que será otorgado a los propieta-
rios, poseedores u ocupantes de los territorios donde se desarrollen acciones 
de preservación y restauración de ecosistemas estratégicos, por lo que el 
pago realizado no implica la compraventa de los predios sujetos al incentivo.
No obstante, se han realizado varias críticas a este mecanismo. Por 
ejemplo, Gebara y Agrawal (017) afirman que este mecanismo no es claro 
ni seguro respecto a la tenencia y desarrollo de los servicios ambientales 
puesto que existe una baja probabilidad de cumplimiento por la debilidad 
de los instrumentos de control y la posibilidad de desarrollar actividades 
forestales que generen una renta adicional, y en especial, se hace referencia 
a la incertidumbre sobre los resultados y la costo-efectividad de estos pagos 
4 La distribución de beneficios se entiende como “el proceso de distribución de incentivos mo-
netarios o no monetarios a los vendedores –típicamente comunidades locales– que alteran sus 
prácticas de manejo de la tierra y requieren compensación por las pérdidas de ingresos”, proceso 
que enfrenta grandes retos como la corrupción, la ilegitimidad de los receptores, la captura de los 
recursos por parte de los intermediarios, autoridades gubernamentales o los líderes comunitarios, 
y todos los riesgos asociados a los incrementos de los costos de transacción por las comisiones de 
los intermediarios (Thompson, 017, p. 15).
44 Este decreto fue declarado exequible por la Corte Constitucional en Sentencia C-644 de 017, 
salvo algunas disposiciones de los artículos , 5 y 8.
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en comparación con los costos de los usos de la tierra actuales. Asimismo, 
Piffer et al. (017) también afirman que los pagos por servicios ambienta-
les no generan una mayor eficiencia en la provisión del servicio porque no 
tienen en cuenta los costos de provisión, mientras que los pagos basados 
en resultados son más eficientes toda vez que logra reducir los costos de 
transacción e internalizar las externalidades mediante un sistema de precios, 
costos y beneficios obtenidos.
Lo anterior evidencia que los pagos por servicios ambientales no son 
suficientes para lograr los objetivos de redd+ ni para alcanzar una verda-
dera distribución de beneficios. Además, los pagos por servicios ambientales 
en Colombia comprenden los servicios de calidad y regulación hídrica, los 
servicios culturales y espirituales, la reducción y captura de gei, y la conser-
vación de la biodiversidad, por lo que estos pagos solo son un estímulo para 
que las comunidades decidan optar por la preservación y la conservación de 
los ecosistemas y no constituyen una remuneración o pago por el servicio 
efectivamente prestado.
Bajo esta perspectiva y considerando la necesidad de garantizar la par-
ticipación de las comunidades en los beneficios de los proyectos redd+ (es-
pecialmente en las acciones de implementación temprana que prevén pagos 
por resultados) y de remunerar el servicio de almacenamiento de carbono, 
la definición de la propiedad del carbono y las figuras jurídicas a través de 
las cuales se garantice su explotación y comercio en los mercados de carbo-
no entrarán a suplir o complementar el mecanismo de pagos por servicios 
ambientales y promover la seguridad jurídica respecto a los derechos sobre 
el carbono almacenado. Lo anterior busca garantizar la distribución de los 
beneficios generados por los pagos basados en resultados de los proyectos 
redd+ y permitir a las comunidades apropiarse de los proyectos y crecer 
económicamente con pleno conocimiento y certeza sobre el alcance de sus 
derechos, lo que se traduce en un avance hacia una economía rural sostenible.
I I I .  a lt e r nat i a s  f r e n t e  a  la  au s e n c i a 
d e  r e g u lac i  n  d e  la  p ro p i e da d  d e l  c o 
Teniendo en cuenta los acápites anteriores y en vista del vacío jurídico exis-
tente en cuanto a la definición de la propiedad del CO en el país, a pesar de 
su importancia a nivel jurídico, económico y social para la adecuada imple-
mentación de la enredd+, a continuación se estudiarán algunas alternativas 
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que tendría Colombia para dar solución a la ausencia de regulación sobre 
la propiedad del carbono y las implicaciones que tendría cada una de ellas 
conforme a la legislación vigente, derecho comparado y doctrina relevante 
y pertinente sobre el tema.
A .  r e g u lac i  n  d e  la  p ro p i e da d  d e l  d i   i d o 
d e  c a r b ono  e n  e l  d e r e c h o  c om pa ra d o
En el marco del derecho comparado encontramos que por regla general se 
han utilizado dos soluciones para determinar la propiedad del dióxido de 
carbono almacenado en los bosques en el marco de la implementación y 
participación en los mercados de carbono. La primera solución consiste en 
otorgarle al Estado la propiedad del dióxido de carbono almacenado en los 
bosques, mientras que la segunda busca otorgarle la propiedad del dióxido 
del carbono a quien ostente los derechos sobre la tierra o sobre el bosque 
que está almacenando que busca enajenarse. A continuación se explicará en 
detalle cada una de las soluciones identificadas en el derecho comparado.
1 .  e l  e s ta d o  c omo  p ro p i e ta r i o 
d e l  d i   i d o  d e  c a r b ono
Nueva Zelanda fue el primer país en otorgar al Estado la propiedad del car-
bono almacenado en los bosques con el fin de cumplir las metas del Protocolo 
de Kioto, decisión que tuvo bastantes cuestionamientos por parte de las 
industrias forestales y de los propietarios de los bosques, lo que se tradujo 
en el aumento de las cifras de deforestación en el país, situación que llevó 
al gobierno a modificar esta legislación y la nueva regulación plantea dos 
escenarios: a) los propietarios de los bosques plantados antes de 1990 están 
obligados a entregar al Estado los créditos para cubrir las emisiones de la 
deforestación; y b) los propietarios de los bosques plantados después de 1990 
pueden optar por acogerse al nuevo régimen de comercio de derechos de 
emisión, en donde las responsabilidades del carbono forestal y sus derechos 
de emisión pertenecen a los propietarios de los bosques (uicn, 011).
En México, aunque en un principio se interpretó que de acuerdo con 
la legislación vigente los servicios ecosistémicos correspondían al dueño 
del bosque, en el año 016 el Gobierno, en su Documento del Programa de 
Reducción de Emisiones, reclamó el derecho de propiedad sobre los créditos 
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de carbono producidos por la reducción de emisiones alegando que los de-
rechos sobre estos créditos no se encontraban vinculados con los derechos 
de tenencia o propiedad de los pequeños propietarios o de las comunidades 
indígenas. De esto se pudo concluir que, en razón a dicha confusión jurí-
dica, México no se encontraba en condiciones de realizar transferencias de 
créditos de carbono (Rights and Resources, 018).
Otro caso al que podemos referirnos es el de la República de Guyana, 
donde a pesar de no contar con una normatividad que establezca que la 
propiedad del carbono es del Estado, la ley de bosques sí permite que este 
declare cuáles elementos se entienden como productos forestales pertene-
cientes al Estado, lo que abre la posibilidad que el carbono sea declarado 
producto forestal de dominio público. En este caso, la legislación contempla 
la figura de la concesión al particular interesado en explotar el bien, quien 
tendría que pagar una regalía al Estado con base en el valor de los bonos de 
carbono45; de igual forma, el Estado podría transferir la facultad de vender 
el carbono a través de un acuerdo voluntario (uicn, 011).
Por su parte, en 015, Nepal estableció que el gobierno federal tenía la 
autoridad jurisdiccional frente a los servicios ecosistémicos relacionados con 
el carbono, y en el año 016 se determinó que el Ministerio de Bosques y 
Conservación del Suelo tenía la competencia de realizar acuerdos sobre el 
manejo, utilización y distribución de beneficios de los servicios ecosistémi-
cos; no obstante, no se ha definido legalmente la naturaleza legal ni el título 
de transferencia de los créditos de carbono (Rights and Resources, 018).
A partir de lo anterior observamos que una posible solución a la ausencia 
de regulación sobre la propiedad del carbono es establecer que este es un bien 
público independiente de los bosques y que es el Estado quien administra 
la absorción del carbono y distribuye posteriormente los beneficios entre 
los propietarios o usuarios del bosque. En este escenario, pueden existir dos 
posibles regímenes de la propiedad estatal del carbono: a) el Estado conser-
va en fideicomiso las reservas de carbono en beneficio de los propietarios 
privados de los bosques, pero no tiene la facultad de venderlas o regalarlas, 
aunque sí puede reglamentar el uso de la tierra para incentivar el aumento 
45 Esta figura también se encuentra en la legislación española (Ley 40 de 010), que establece la 
posibilidad de otorgar una concesión para el almacenamiento del carbono en estructuras geoló-
gicas subterráneas con el fin de contabilizar ese carbono en las metas de reducción de emisiones 
establecidas internamente (Moreno, 015).
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de las reservas forestales de carbono; y b) el Estado, como propietario del 
carbono, tiene la facultad de vender o regalar las existencias de carbono, 
restringir las entidades compradoras de los bonos de carbono y exigir a los 
propietarios de los bosques el aumento del secuestro de carbono (uicn, 011).
Las ventajas que ofrece esta posible solución son: un tratamiento uni-
forme en todo el país para el comercio de carbono y la distribución de los 
beneficios derivados de las transacciones realizadas, el ahorro de costos aso-
ciados a los trámites que implicaría la participación directa de los propietarios 
de los bosques en los mercados de carbono, y que el Estado tendría mayor 
control sobre las reducciones de emisiones derivadas de la deforestación y 
degradación forestal, por lo que podría establecer un límite para la venta de 
los bonos de carbono, de tal manera que se mantenga una reserva de carbono 
que contribuya a la meta de reducción de emisiones de gei fijada en su indc.
No obstante, si bien otorgarle la propiedad del carbono al Estado es la 
alternativa que generaría mayores ingresos al Estado en un corto plazo para 
avanzar en la pronta implementación de la enredd+, esta opción generaría 
más costos debido a los trámites de permisos o concesiones de aprovecha-
miento del carbono almacenado, y dificultaría la participación eficaz de las 
comunidades étnicas y de los propietarios de bosques privados en los be-
neficios o pagos por resultados46, siendo un riesgo para la efectividad de la 
redd+ toda vez que las comunidades decidirían optar por otras actividades 
de explotación de la tierra que les generen más beneficios y en las cuales 
tengan una participación directa47. En cuanto a la prohibición de enajenar los 
bienes públicos y la consecuente imposibilidad de vender bonos de CO en 
los mercados de carbono, esta situación limitaría las fuentes de financiación 
para la ejecución de proyectos redd+, en el entendido que aquellos países 
que financian estos proyectos para comprar la reducción de emisiones obtenida 
46 En ese sentido, La Viña y Lynch (011) consideran que cuando una ley sobre el carbono forestal 
es injusta, ya sea porque no reconoce los derechos de las comunidades, no se comunicaron a las 
comunidades los principales aspectos de redd+ o no se establecieron beneficios, el proyecto tiende 
a ser menos efectivo y sostenible, e incluso puede generar sentimientos de resistencia frente a los 
proyectos redd+, lo que incide de manera negativa en el éxito de estos proyectos.
47 En este sentido, uicn (011) también señala que “Si bien la propiedad pública tiene la ventaja 
de asignar claramente las responsabilidades y brindar una cierta seguridad en las transacciones, 
puede tener la desventaja de perder el apoyo de los administradores forestales. A su vez, puede 
desalentar el secuestro del carbono” (p. 7).
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ya no estarían interesados en brindar recursos para la implementación de 
acciones redd+.
 .  e l  p ro p i e ta r i o  d e  la  t i e r ra  o  d e l  b o s q u e  c omo 
p ro p i e ta r i o  d e l  c o   a lm ac e na d o  e n  e l  b o s q u e
En Australia, la legislación ha reconocido la propiedad del carbono alma-
cenado a partir de la vegetación a través de los “Derechos de secuestro del 
carbono”, que se entienden como servicios ambientales separados de otros 
derechos sobre la tierra, pero que también deben ser registrados en el título 
de propiedad del bien y que dan el derecho a explotar comercialmente el 
carbono almacenado en los bosques; la crítica a este sistema es que no se 
establece la responsabilidad o los riesgos por la pérdida de carbono (uicn, 
011). Entonces, en este caso existe un derecho sobre los beneficios derivados 
de un inmueble que es propiedad de un tercero y el registro de la propiedad 
otorga al propietario del derecho del carbono un título impugnable frente 
a los futuros propietarios de la tierra, por lo cual, esos nuevos propietarios 
pueden o no tener restricciones frente al uso y explotación de la tierra en 
tanto proteja u optimice el derecho sobre el carbono existente (Programa 
Regional redd/ccad-giz, 014).
Costa Rica cuenta con uno de los principales ejemplos a nivel mundial 
por tener una legislación específica que regula la propiedad sobre el dióxido 
de carbono así como la distribución de beneficios y la transferencia de cré-
ditos de carbono. Según la legislación vigente, los derechos sobre el carbono 
forestal se derivan de los derechos sobre la tierra y para la distribución de 
beneficios tienen un sistema de pago por servicios ecosistémicos. Una vez el 
Estado realiza este pago adquiere los derechos sobre el carbono forestal, por 
lo que es el Estado el que tiene la capacidad de participar en los mercados 
de carbono forestal (Ministry of Forests and Soil Conservation of Nepal, 
015). En concordancia con lo anterior, se expidió un decreto ministerial que 
establece que el Estado es el competente para ejecutar la estrategia redd+ y 
lo legitima para realizar negociaciones sobre los créditos de carbono siempre 
que obtenga la cesión de los derechos sobre el carbono que no son de su 
propiedad; además, en otro decreto ministerial se estableció que los bene-
ficios obtenidos de la negociación y venta de los créditos de carbono serán 
distribuidos entre el Sistema Nacional de Áreas de Conservación, las instituciones 
públicas, los vendedores de servicios ambientales y los propietarios privados que 
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cedan sus derechos al Estado (Ministerio de Ambiente y Energía de Costa 
Rica, 018).
Por su parte, en Papúa Nueva Guinea se estableció que la propiedad del 
carbono está en cabeza del propietario del terreno en donde se encuentra 
ubicado el bosque; aunque la venta de las existencias de carbono son res-
ponsabilidad del Estado, lo que implica la expedición de una regulación 
que aclare los mecanismos mediante los cuales se podrá explotar el carbón 
almacenado y la distribución de los recursos obtenidos por la venta del car-
bono realizada por el Estado (uicn, 011).
La estrategia redd+ de Guatemala se apoya en la Ley Marco para el 
Cambio Climático de 01, que establece que los derechos, tenencia y ne-
gociación sobre la reducción de emisiones de CO y los correspondientes 
créditos de carbono pertenecen a los propietarios de la tierra en donde se 
efectuó la respectiva reducción de emisiones de gei. Además, la estrategia 
también cuenta con un sistema de distribución de beneficios que permite 
otorgar incentivos económicos a todos los actores involucrados en los pro-
yectos –incluyendo a los tenedores de tierras que no cuentan con títulos de 
propiedad–: en el caso de los dueños de la tierra, estos deben ceder sus dere-
chos sobre el carbono al Estado para que este pueda ofrecerlas al fcpf y que 
con posterioridad el Estado distribuya los beneficios otorgados por el fcpf 
por esas emisiones reducidas; en caso de que los propietarios de la tierra no 
quieran ceder sus derechos sobre el carbono almacenado, el Estado también 
puede establecer beneficios adicionales por las actividades de conservación 
de los bosques realizadas; y en el caso de los terrenos que son propiedad 
del Estado también se establecen acuerdos de reparto de beneficios que se 
apoyan en fondos estatales (Gobierno de Guatemala, 014).
En el caso de Perú, en el año 015 se expidió la Ley Forestal y de Fauna 
Silvestre en la que se consagra en el artículo 109 que los beneficios prove-
nientes de los servicios ecosistémicos de los bosques hacen parte de los títulos 
existentes, por lo que los titulares de los predios privados y las comunidades 
indígenas son también propietarios de los servicios que prestan los bosques, 
incluyendo el almacenamiento de carbono. Y en el caso de las comunidades 
o personas privadas que no tengan título habilitante para acceder al apro-
vechamiento de los servicios ecosistémicos de los bosques, pueden acceder 
a los beneficios derivados de estos a través de un permiso aprobado por la 
autoridad forestal competente. También debemos mencionar que el artículo 
49 de la misma ley establece que para el aprovechamiento de los servicios 
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ecosistémicos se deberá pagar una retribución económica al Estado, la cual 
se definirá mediante reglamento.
Otro ejemplo que se podría tomar en consideración es el de Ecuador, 
país que diseñó un sistema donde por lo menos el 50% de los pagos por 
resultados obtenidos de la ejecución de proyectos redd+ pertenece a los 
dueños de los bosques, una parte va al Estado por el trabajo que implica 
la implementación redd y otra a un fondo para seguir invirtiendo en estos 
proyectos (Cenamo, Garzón, Pavan, Sandoval & Stern, 011).
Entonces, la uicn (011) identifica dos posibles soluciones que otorgan la 
propiedad del carbono a los propietarios de los bosques: a) el carbono almacenado 
no puede venderse de manera independiente del bosque, por lo que en estos 
casos solo se podría establecer un contrato, pacto o servidumbre que permitie-
ran al dueño del predio obligarse a gestionar el bosque de tal manera que se 
incrementarán las existencias del carbono; y b) el carbono almacenado en 
los bosques es objeto de una propiedad autónoma e independiente de los 
bosques que se puede enajenar sin transmitir la titularidad de la tierra donde 
se encuentra ubicado el bosque; en este caso, puede que el propietario del 
terreno en un futuro sea una persona distinta a la propietaria del carbono, 
por lo que se debe definir si el propietario de carbono tiene alguna facul-
tad para determinar el uso del bosque y, si en caso de no tenerlo, procede 
la celebración de un contrato con el propietario del terreno que faculte al 
propietario del carbono a determinar el uso que se le otorgará a los bosques 
y al almacenamiento del carbono.
Estas alternativas responden a la protección y respeto de la propiedad 
privada y la propiedad colectiva de las comunidades involucradas en los 
proyectos redd+ en la medida en que el Estado no puede apropiarse de los 
recursos producidos por los bosques que no son de su propiedad48; de igual 
forma, concuerdan con las exigencias de las mismas comunidades indígenas 
que han abogado por el reconocimiento de su propiedad sobre los incentivos 
48 El respeto de la propiedad privada por parte de las autoridades públicas fue reconocido por la 
Corte Constitucional en Sentencia T-81 de 199 al señalar que “el derecho de propiedad es 
uno de los derechos constitucionales fundamentales, aunque ello no significa que sea un derecho 
absoluto. La propiedad está garantizada en la Constitución, en términos tales que no puede ser 
desconocida ni vulnerada por leyes posterior, mucho menos por actos de la autoridad pública”.
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a la conservación del carbono almacenado en sus bosques49, lo que garantiza 
una equitativa distribución de los beneficios en la medida que las comunida-
des que ejecutaron las acciones que ocasionaron el secuestro del carbono son 
las que reciben los beneficios generados por el desarrollo de esas actividades. 
Además, estas alternativas definen con claridad los derechos de propiedad de 
las comunidades que habitan en los bosques, factor que para tfd (008) es 
esencial para que la población mejore sus ingresos y su bienestar, al tiempo que 
asumen la responsabilidad por la conservación de los bosques y participan en 
el comercio de los recursos forestales50, constituyendo “una estrategia rentable 
para el alivio de la pobreza rural” (tfd, 008, p. 8).
Sin embargo, estas alternativas también presentan las siguientes difi-
cultades y/o obstáculos: a) el riesgo de que la posibilidad de transferir los 
derechos sobre el carbono sea utilizada para realizar fraude en perjuicio del 
comprador, ya sea porque el vendedor no tiene la facultad de transferir la 
propiedad sobre el carbono o porque el carbono vendido no corresponde 
a las existencias almacenadas; así como la posibilidad de que en un futuro 
se reduzca la cantidad del carbono comprado por circunstancias ajenas al 
comprador y al vendedor, lo que requiere determinar quién asumirá el ries-
go de variación del carbono secuestrado (uicn, 011); y b) pueden surgir 
conflictos sobre el uso de los bosques entre los propietarios del carbono, 
que buscarán que las actividades desarrolladas en los bosques garanticen 
la permanencia del carbono almacenado, y los propietarios de los bosques, 
quienes alegarán que gozan de la facultad de determinar las actividades que 
desarrollarán en su propiedad.
49 En el estudio realizado por Villa y Sierra-Correa (01) se adjunta una declaración de un re-
presentante de los pueblos indígenas que aboga por el reconocimiento de los incentivos del 
almacenamiento del carbono: “los pueblos indígenas somos dueños y legítimos propietarios de 
nuestro territorio y sus recursos, ante lo cual, los posibles incentivos por la conservación del 
carbono almacenado en los bosques deben llegar de manera directa a los pueblos indígenas 
que han logrado su preservación mediante la implementación del conocimiento tradicional, el 
cual ha permitido el uso sostenible de los bosques” (pp. 313-314).
50 Estas alternativas que clarifican los derechos sobre la tierra, los bosques y el carbono son útiles 
para la justicia social y la eficacia de la enredd+, pues “Los habitantes y usuarios de los bosques 
excluidos de los beneficios de redd tienden a resistirse a la implementación de los proyectos por 
temor a que se les recorte aún más el ejercicio de sus derechos consuetudinarios y que amenace 
sus prácticas de subsistencia y medios de vida tradicionales” (uicn, 011, p. 19).
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B .  e l  p ro p i e ta r i o  d e l  b o s q u e  c omo  d u e  o 
d e l  d i   i d o  d e  c a r b ono  e n  c o lom b i a : 
u na  s o lu c i  n  a l  ac  o  j u r  d i c o  e  i s t e n t e
Teniendo en cuenta las consideraciones expuestas en todos los puntos ante-
riores, la alternativa que más se ajusta al contexto colombiano corresponde 
a la creación de un derecho independiente sobre el carbono de los bosques, 
lo que implica la expedición de una ley que regule esta materia de tal forma 
que defina con claridad la propiedad sobre el carbono y ofrezca a todos 
los actores involucrados seguridad jurídica sobre sus derechos en el marco 
de implementación de la enredd+ para evitar que las personas llamadas a 
ejecutar las acciones de conservación sobre los bosques pierdan la voluntad 
para el desarrollo de estas actividades. Entones, en la regulación se debe es-
tablecer que es el propietario de los bosques (Estado, comunidades indígenas 
o afrodescendientes y particulares) quien tendrá un derecho autónomo sobre 
el carbono almacenado en sus bosques y que por lo tanto serán los llamados 
a disponer de este bien, y en consecuencia negociarlo y comercializarlo 
conforme a sus intereses, ya sea con el Estado, en el mercado voluntario de 
carbono o con empresas particulares interesadas en impulsar estos proyectos.
Ahora, el Estado debe tener un rol fundamental en este proceso, pues es 
él quien tiene la capacidad de llevar un registro de la propiedad del carbono 
y de contabilizar de manera confiable el carbono almacenado en los bosques 
para evitar una doble contabilidad de las reservas forestales de carbono y 
garantizar la estabilidad del mercado colombiano de carbono. Esto implica 
que el Estado sea quien regule los derechos y obligaciones de los comprado-
res y vendedores de los bonos de carbono para asegurar la permanencia del 
carbono secuestrado y la asignación de los riesgos frente a posibles fugas. Por 
el desarrollo de esta labor, el Estado puede establecer el cobro de una cuota 
sobre el porcentaje de la transacción en el momento en que los involucrados 
realicen el registro correspondiente51.
51 En el mismo sentido, La Viña y Lynch (011) sostiene que la idea de que los legítimos propie-
tarios del carbono almacenado en los bosques sean los propietarios del bosque, incluyendo a las 
comunidades indígenas y afrodescendientes, también debe tener en cuenta que son los Estados 
los que están en capacidad de tomar decisiones respecto a los proyectos redd+, por lo que se debe 
reconocer el control que tiene el Estado sobre las tierras, y en esa medida, tanto las comunidades 
como el gobierno debe participar en el diseño, implementación y distribución de beneficios de los 
proyectos redd+. Entonces, la propiedad sobre el carbono no excluye los beneficios que puede 
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Para el desarrollo de este nuevo derecho de propiedad en Colombia tam-
bién resulta necesaria la creación de un registro de carbono colombiano5, el 
cual facilitaría la labor del Estado en el momento de garantizar los derechos 
de propiedad sobre el carbono y brindaría mayor seguridad y transparen-
cia sobre sus derechos a los propietarios del carbono, a los propietarios y 
poseedores de las tierras, a los propietarios de los bosques, a las entidades 
territoriales con jurisdicción en el territorio y a los futuros compradores 
tanto del carbono almacenado en el bosque como del terreno en donde este 
se encuentra ubicado5.
La regulación propuesta también debe contemplar los posibles conflic-
tos que surjan entre los futuros propietarios de los bosques y los futuros 
propietarios del carbono, y una posible solución es la sujeción de ambos pro-
pietarios a los planes de ordenación forestal de los bosques realizados por las 
corporaciones autónomas regionales como autoridades ambientales regio-
nales encargadas de definir los usos de los bosques ubicados en su jurisdic-
ción; y en todo caso, los futuros propietarios deberán respetar los acuerdos 
celebrados con anterioridad y garantizar la conservación y mantenimiento 
del carbono almacenado en los bosques que fue vendido para así generar 
seguridad a los compradores de los créditos de carbonos sobre los derechos 
que están adquiriendo.
Esta propuesta busca dar solución a una de las principales debilidades 
de la eicdgb relacionada con la ausencia de distribución de beneficios de las 
actividades redd+, por lo que adicional al incentivo otorgado las comunida-
des a través de los pagos por servicios ambientales y los pagos por resultados 
obtener el gobierno, pues si el proyecto es exitoso y todos se benefician de las sumas recibidas 
por el secuestro de carbono, sería apropiado que un porcentaje de los fondos recaudados sean 
compartidos con el gobierno local y/o nacional.
5 Los registros de carbono otorgan transparencia a las transacciones realizadas alrededor de los 
derechos sobre el carbono, garantizando que los créditos de carbono vendidos no sean comercia-
lizados nuevamente con posterioridad a otras personas y que la persona que realiza la transacción 
sea la persona legitimada para realizar la transferencia. Estos registros también proporcionan un 
sistema de verificación que permitiría evaluar si se están respetando los derechos de las partes 
interesadas pues estos registros ofrecerían la siguiente información: quién es el titular de los 
créditos de carbono, los límites geográficos del proyecto, el alcance de las actividades realizadas, 
la cantidad de carbono almacenado y los niveles de referencia (Rights and Resources, 018).
5 La Ley 191 de 018, por la cual se establecen directrices para la gestión del cambio climático, en 
el artículo 6 estableció el Registro Nacional de Reducción de las Emisiones de Gases de Efecto 
Invernadero, en el marco del cual se puede desarrollar un registro de carbono que se adecue a 
las necesidades de los proyectos redd+.
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complementarían ese incentivo al remunerar el secuestro y la reducción de 
emisiones de carbono efectivamente alcanzadas mediante el desarrollo de las 
acciones de conservación propuestas en la eicdgb. Esto constituye un factor 
esencial para la eficacia de la implementación de la enredd+ y el cumpli-
miento de las obligaciones de mitigación asumidas en el Acuerdo de París 
conforme a las metas fijadas en la Contribución Nacionalmente Determinada 
(ndc) de Colombia.
c on c lu s i o n e s
La principal debilidad de la enredd+ es la ausencia de regulación frente 
a la propiedad del carbono, pues no existe una regulación específica sobre 
esta materia en la normatividad vigente. Por el contrario, las normas que 
regulan la propiedad sobre la tierra y los recursos naturales presentan obs-
táculos frente a la transferencia de los créditos de carbono que se realiza en 
los sistemas de financiación basados en pagos por resultados.
En este contexto, la definición de la propiedad del dióxido de carbono 
almacenado en los bosques es un factor fundamental para garantizar la par-
ticipación de las comunidades en los beneficios obtenidos por la ejecución 
de la estrategia y el respeto de sus derechos sobre los territorios y recursos 
naturales de los que son propietarios, garantías que aseguran la continuidad 
de las comunidades en los procesos de implementación de las acciones de 
conservación y aprovechamiento forestal plasmadas en la eicdgb.
Debido a lo anterior, es necesaria la expedición de una ley que otorgue el 
derecho de propiedad sobre el dióxido de carbono a los dueños de los bos-
ques en aras de brindar seguridad jurídica a los compradores y vendedores 
de bonos de CO en los mercados de carbono y en las transacciones que 
realiza el Estado o los particulares con las entidades financiadoras de proyectos 
redd+. Esta regulación garantiza una equitativa distribución de los beneficios 
de las acciones redd+ y contribuye al mejoramiento de los ingresos de las 
comunidades que habitan en las zonas rurales del país en la medida que 
pueden participar directamente en el comercio de los recursos forestales a 
través de actividades sostenibles.
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